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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
14791 Sala Segunda. Recurso de amparo número 644/1984.

Sentencia número 71/1985, de 12 de junio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don. Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
RublO Llorente, don Luis Diez Picazo y Ponce de León, don
Franc!sco Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don
FrancIsco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recURO de amparo promovido por don Antonio Migales
Revert. representado por el Procul'lldor don Jesús Atfaro Matos, y
bajo la dirección del Abogado don Antonio Martinez de la Rosa,
sobre Sentencia. de la Sala Sexta del Tribunal SupremO de 9 de abril

- de 1984. relativa a invalidez, y en el que ban comparecido el
Instituto Nacional Ae la Seguridad Social, representado por el
ProCurador don Adolfo Morales Vilanova y el Ministerio Fiscal.
siendo ponente el excelentísimo señor don Antonio Truyol Sel'l"'.
quien expresa· el parecer de' la Sela; .'

I. ANTÉCEDENTES

Primero.'-EI dla 20 de. lIIosto de 1984 el Procurador don Jesús
Alfaro Matos in~uso, en nombre y representaci6n de don
Antonio Migales Revert, demanda de amparo constitucional contra
la Sentencia de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 9 de abril de
1984, por presunta vulneración de los arts. 24_1 Y 14 de la
Constitución Española.

Según relata en su demand¡¡, el actor dedujo en su dia
reclamación judiclaI por inca)l8cidal:! permanente, tiente a la
Em¡>tesa «AJc;orla Yu_ '1 Conipañfa, Socitldad ~6niJna», el
InstItuto NaCIonal de la Segundad Soctal y la Tesorena General de
la Seguridad Social, recarendo Sentencia de la Magistratura de
Trabajo número 1 de GUlpÚZcoa, que le declaró en situación de I
invalidez permanente, grado de absoluta para todo trabajo, - y
condenó al Jnstituto Nacional de la Seguridad Social y a la

Te'sorena General a abonarle una pensión vitalicia y mensual del
lOO pot 100 de su salario base regulador de 46.173,61 pesetas. más
los incrementos legales correspondientes y COn efectos desde el día
19 de febrero de 1980.

Contra la anterior Sentencia se interpuso. en nombre del
Instituto Nacional de la Seguridad Social. recurso de casación por
infracción de ley, que fue anunciado el día 29 de octubre de 1983
y formalizado el 2 de febrero de 1984, después de haber sido
emplazado el 18 de noviembre y haberse personado ante el
Tribunal Supremo el 5 de diciembre. Por su parte, el recurrido.
emplazado el día 22 de noviembre, se personó en el Tribunal
Supremo el día 9 de febrero de 1984 mediante Procurador.

El dIa t9 de julio de 1984 el Procurador de la parte recurrida
remitió escrito al Tribunal Supremo poniendo de manifiesto el
tiempo transcurrido desde el 9 de febrero. sin que se hubiera
proveído al escrito de personaci6n y solicitando se acordara de
conformidad con lo interesado en el mismo. Como consecuencia de
eOo &e-extiende_dili¡encia del Secretario en la que literalmente se
expone: «Pan dar cuenta de que a la vista del anterior escrito del
Procurador señor Alfaro Matos, de 18 de julio actual, y tras
numerosas ¡estiones, se ha encontrado traspapelado el esento de
personación a que se refiere, en Decanato pendiente de remisión de
autos que se le reclamaban a Magistratura. Y doy cuenta en Madrid
a 23 de julio de 1984»; y ,se dictó providencia el día 24, ordenando
unir los correspondientes escritos y notificar la Sentencia que ya
habia recaido.

En fecha 26 de julio le fue notificada al Procurador la Sentencia
dietada el día 9 de abril, presentándose por bte nuevo escrito el día
30, solicitando la ext>tdición y entrega de testimonio literal de la
Sentencia. de la dihgencia del día 23 y de la providencia del
siguiente día Que contenga las fechas en Que las resoluciones fueron
notificadas. A eUo se provee el dia 20 de septiembre. accediéndose
a In IOlicitado.
- La Sala Sexta del Tribunal Supremo. que no habia tenido por
personado al recurrido y celebró· vista con la sola presencia del
recurrente. casa y.anula la sentencia de Magistratura, y procede a
dictar una segunda sentencia en la que se declara al actor en
situación de incapacidad permanente en grado de total para la
profesión habitual, y se condena al Instituto Nacional de la
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Seguridad Social y a la Tesorería General a abonarle una pensión
"italicia del 55 por 100 de la base reguladora de 37.497.42 pesetas
mensuales, con el aumento del 20 por 100, más los incrementos y
revalorizaciones legales procedentes· con efectos desde el t9 de
febrero de 1980.

Tras exponer lo que aotecede y fUndamentar el cumplimiento
de los requisitos procesales exigidos para la interposición del
recurso de amparo, el acior alega habérscle vulnerado el arto 24.1
de la Constitución Que, al prohibir la indefensión, exige que en todo
proceso se respete el derecho a la defensa contradictoria. En· el
presente caso -dice-'Ia violación es absoluta, pues el 3rt. 173 de la
Ley de Procedimiento Laboral (LPL) dispone que formalizado el
recurso de casación «se entregarán los autos a la parte o partes
recurridas ypersonada'S por plazo de ocho días para que formalicen
escrito de impugnación». siendo este precepto una norma esencial
de procedimiento Que ha sido incumplida, como ha sido incum.
plido también el arto 174, que regula la vista, a la que 00 se citó al
recurrido y en la que sólo informó el Letrado de la parte recurrente.
imposibilitándosele así a aquél el ejercicio de las medidas de
defensa y la contI"a3icción procesal. ..

En atención a ello, el demandante solicita que se declare la
nulidad ae la Sentencia dictada por la Sala Sexta del Tribunal
Supremo el 9 de abril de 1984, y de cuantas actuaciones se hayan
celebrado con posterioridad al escrito de personación, y que se
repongan las actuaciones al momento procesal de entrega· de los
autos a la parte recurrida y personada en el recUrso· de casación.

Segunp.o.-Por providencia de 17 de octubre de 1984, la Sección
Cuarta acordó abrir el trámite de inadmisión por la causa prevista
en el arto 50.1, b), en relación con el 44.1, a) de la Ley Orpnica del
Tribunal Constitucional. por acudirse directamente aJ Tnbunal sin
haber intentado remediar la denunciada violación constitucional
ante la jurisdicción ordinaria. Recibidas las alegaciones del Minis·
terio Fiscal, Que adujo la posibilidad de utilizar el recurso de
nulidad de actuaciones. y del demandante. que opuso la prescrip­
ción del arto 406 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que no admite
recurso alguno contra las Sentencia del Tribunal Supremo resoluto­
rias de la casación, la Sección acordó admitir a trámite el recurso,
(sin perjuicio de lo que a la vista de las actuaciones o certificación
de ellas resulte respecto del cumplimiento del requisito del art.
44.1, a) de la Ley Orgánica de este Tribunal.

Una vez que se recibieron las actuaciones y que se emplazó a
las partes, personándose el Procurador don Adolfo Morales Vi1a~

nova en nombre del Instituto Nacional de la Seguridad Social. la
Sección .acordó, el 23 de enero de 1985, conceder un plazo de veinte
días a las partes y al Ministerio Fiscal para fonnular sus alegacio­
nes. En dicho plazo se recibieron exclusivamente las del recurrente
y las del Fiscal del Eslado.

Tercero.-Después de reiterar la inexistencia de recurso ordina·
rio para reparar la vulneración constitucional, el demandante
expone que la actuación del Tribunal Supremo ha supuesto la
conculcación del derecho fundamental del recurrente a obtener la
tutela judicial efectiva, porque es contenido proPio de ese derecho
que los recurrentes sean oídos, y al haberse revocado la Sentencia
de instancia se ha infringido el principio que impide la condena sin­
ser oído, todo lo cual se ar¡umerita con la cita de diversas
Sentencias del Tribunal Constitucional.

Igualmente se ha vulnerado el art. 14 de la Constitución en
relación con el 24, al infringiese el principio de igualdad de la.
parles en el pro<e5O, porque se ha posibilitado la defensa' de las
posturas procesales de una de las partes, sin posibilidad de que el
hoy recurrente en amparo pudiera hacer la suya. -" .

Cuarto.-EI Ministerio Fiscal señala Que cómo. el recurrente DO
i rtervino en la sustanciación del recurso de ca"<lci6:'l, la cuestión a
";.Iucidar se contrae a si su ausencia procesal, (.on desconocimiento
do! capií.l principio de bilateralidad y contradicción, es imputable
al pfvpio recun:ente O al órgano jurisdiCcional, y en esta ~da
h¡~ótesis. si se lesionó o no el derecho a la tutela judicial efectiva.

AunCJ.ue no exista principio constitucional alguno C¡lle obJipe a
la doble mstancia eo el orden IabotlÚ, cuando la Ley ha establecidc>
unos determmados recursos, el derecho a la ·tutela judicial com·
prende también el utilizarlos de acuerdo con la ley y, por supuesto,
el de intervenir en el recurso cuando la otra parte lo interpone.
Conviene recordar también que el 3rt. 24.1 de la Constitución
contiene, como dice la Sentencia de- este Tribunal de 12 de
noviemhre de 1984, un mandato que obliga a interpretar la
normativa vigente de conformidad con la Constitución, y en el
sentido mAs favorable para la efectividad del derecho fundamental.

El Fiscal del Estado se pregunta sobre la posibilidad de que la
limitación del derecho de defensa del recurrente se debiera a la
actitud no voluntaria suya o, al menos, negliaente, entendiendo que
no parece que fuera asi.. y que su inactividad cuando conoció la
situación producida, limitándose a pedir certificación de la Sellten.
cia y de la diIiJencia acreditativa del extravío de su escrito de
personación, se Justifica en el art. 406 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, scsúo el cual contra las sentencias del Tribunal Supremo en

que se declare habe( o no lugar al recurso de casación no sé dart
recurso aJguno.

, El Tribunal Constitucional ha declarado en más de una ocasión.
que son recursos a utilizar en la vía judicial todos los que sean
útües, pero también que no puede entenderse que con e_reala se
aluda a todos lOs recUJOos imqinables o de posible utilización,
aunque de utilidad imrrohable o nula. No existe en la Ley de
Enjuiciamiento Civil e recurso de nulidad, ni siquiera estricto
sensu el incidente de nulidad de actuaciones sistemáticas desarro­
llado, aunque su estructura no se haya configdrado doctrinal y
jurisprudendalmente desde preceptos fragmentarios; pero sea de
esto lo que fuere, lo que importa subrayar es que, en todo caso, por
pertenecer al orden públIco procesal, parece que el Tribunal
Suprcmb debió acordar de oficio la nulidad de lo actuado, que es
lo que ahora, en definitiva. se pide por el recurrente en vía
constitucional, por no haberlo hecho· el órgano jurisdiccional una
vez que tuvo conocimiento cierto e inequívoco del escrito de
personación. Debe recordarse también que el Tribunal Constitucio­
nal ha señalado en Auto de 21 de' noviembre de 1984 (R. Ac
614/1984), que no es exigible al ciudadaoo el proceso, incidente o
recurso de nulidad de actuaciones;

Se ha acreditado, en resumen. en. las actuaciones que el
recul rente no pudo intervenir en el recurso de casación que le'
afectaba, privéndosele de su derecho .. impugnarlo y terminañdo
aquel con Sentencia que afectó a sus intereses, con Quebranta­
miento de uno de los principios cardinales del proceso, constituci·
nalizado en el punto 2 del art. 24 de la Constitución. Este derecho
se conculca cuando los titulares de derechos e intereses legítimos se
ven en la imposibilidad de ejercer los medios legales suficientes
para su defensa. Y es que, como se estableció en la sentencia de 8
de noviembre de 1983, el arto 24 contiene un mandato dirigido al
legislador y al intérprete en el sentido .de promover la contradic­
CIón.

A conclusión distinta puede negarse si se entiende que el senor
Migalf' había decaído en su derecho de impugnar el recurso en la
forma establecida en el párrafo 1.0 del art. 173 de la Ley de
Procedimiento Laboral (LPL), por no haber comparecido ante la
Sala Sexta del Tribunal Supremo en el plazo de Quince dias que
prescribe el art:. 171, como parece que sucedió, computando el
plazo desde el día del emplazamiento. que tuvo lugar el 22 de
noviembre de 1983, en la persona de su abogado. En este caso, su
escrito de personación. que tiene entrada en el Registro el día 9 de
febrero, habría sido notoriamente extemporáneo.

Desde este enfoque cobraría su sentido la providencia 'de la Sala
dictada el 8 de febrero. en la que se hace constar que no ha
comparecido, y se explicaría Que no se le entregaran los autos para
formalizar el escrito de impugnación del recurso, del mismo modo
que la Sala se limitase a proveer Que se le notiticam la Sentencia.
una vez localizado el escrito de penonaci6n, porque el señor
Mi...les no formaba parte de la reladón jurídico-procesal en la fase
de Impugnación,

Por todo ello. y con la expresa salvedad y reserVa de lo acabado
de alepr, el Fiscal del Estado interesa del Tribunal Constitucional
que dIcte Sentencia estimatoria del amparo.

Quinto.-Por providencia de 6 de marzo de 1985 se acordó
señalar para la deliberación y votaCión del presente recurso, el día
10 de. abril de dicho año, quedando concluida el día 12 de junio
siguiente.

11. FUNDAMENTOS JUR1DICOS

. Primero.~Los hechos que se hao relatado eo el primero de los
dntecedentes de esta" Sentencia confiptIÍln una situación en que el
recurrente se. vio privado de la oportunidad de intervenir en 'la
tramitación del recurso de casación y, por ello, de la oportunidad
de alegar lo que estimara convemente para la defensa de S1f
derecho. Resulta oportuno destacar que esta situación, en la
medida en 'lue fuera ajena a toda responsabilidad del recurrente, y
que no pudiera ser corregida a través de las vías que el ordena·
miento procesal. dispone, constituirla una vulneradOn del derecho
a la tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 de la
Constitución Española (e. E.).

A! fonnular el demand'ante su recurso de amparao, la Sección
Cuarta acordó abrir el trámite de inadmisión por acudiese directa­
mente al Tribunal sin haber intentado remediar la denunciada
violación constitucional ante la jurisdicción ordinaria. Tras recibir
las'alegaciones del Ministerio Fiscal, que solicitó 1l> inadmisión
fundándose en la posibilidad de interponer un recurso de nulidad
de actuaciones, y del demandaote, que opuoo el art. 406 de lá Ley
de Enjuiciamiento Civil (L. E. Civ.), con anqlo al cual «contra las
sentencias en que se declano haber o no lupr al recurso de casación,
o a la admisión del mismo, no se dará recurso aIfun..., la Seccióo
acordó admitir a trámite el recurso «&in perjuieto de lo que a la
vista de las actuaciones o certificación de ellas resulte respecto del
cumplimiento del requisito del art. 44.1, a) de la Ley Orgánica de
este Tribunallo. .
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Con eUo dejamos planteada la cuestióñ de si el recurrente tenía
o no posibilidades reales. es decir legales. para cumphr con el
requi51to del an.44.I, al de la referida Ley.

Aunque el an. 406 de la L E. Civ. no permita más recursos. si
el hoy demandante de amparo se hubiera dirigido al Tribunal
Supremo baciendo constar la vulneracióJi de.su derecho fundamen M

tal y la Sala le hubiera admitido su impugnación, este.Tribunal. con
apoyo en el ano 44.1, cl de la WTC, y del an. 53 de la C. E. que
exi,e la tutela judicial de los derechos fundamentales. no habria
teRldo nada que objetar a nna intelpretación de dicho ano 406 de
la L. E. Civ. tntesra<1a con los citados preceptos. Ahora bien, una
cosa es admitir una interpretación judicial tendente a, dar vías para
W:ilitar el ct!ItIPlimiento de precepto constitucional; y otra muy
diferente seria el exi¡ir a un ciudadano la interposición de un
recurso inexistente con arreglo a la ley (an. 406 de la L. E. Civ.),
únicb parámetro al que esti ,sometido. .

.. En ·.1 caso qMe nos ocupa, es cierto que el demalKlante, al no
disponer de· recurso, no realizó actividad alllllna dirigida a la
reparación de la indefensión sufrida, limitándose a solicitar testi·
monio de la,Sentencia para. 'poateriormente, interponer un recurso
de amparo. TambiéD lo es, sin embergo, que su actuación estuvo
fundada en una ruonable interpretación de la legalidad, y que no
puede exi¡ínele, en forma obsta'tiYa. una actuación fundada en un
criterio interpretativo que svpera el texto literal de la ley. S~ como
ha dicho esta Sala en Auto de '2.1 de noviembre de 1984 (R.A.
614/1984), no es necesaria la interposición de todos los recursos
posibles, 'sino la de los ~nos razonablemente útiles, y este
Tribunal ha señalado, como observa dicho Auto y recuerda el
Ministerio Fiscal, que no es exigible al ciudadano el proceso.
incidente o recurso de tluüdad de actuadones (F. J. l.0, es lógico
considerar que no es adecuada en el caso actual la exigencia de los
rec:unos utilizables, entendidos en el sentido amplio y conforme a
la Constitudón antes expuesto, como requisito para la admisión de
la demanda.

Segundo.-EI Ministerio Fiscal, que en esta linea argumental
solicita la estimación del recurso, opone exclusivamente, para llegar
a una conclusión contraria, la reserva de Que el actor hubiera
decaído en su derecho como consecuencia de la personadón tardía_
En tal caso, por más que subsistiera el defecto procesal motivado
por extraVÍo judicialmente reconocido del escrito de personación,
el comportamiento de la Sala seria, a· su juicio, objetivamente
correcto, y no habría originado una indefensión material del
recurrente, que no habria dispuesto. por propia culpa, de la
posibilidad de actuar en el recurso. Esta eventualidad exigiria, sin
embargo. que se considerase el plazo que establece el ano 171 de la
Ley de Procedimiento Laboral para la personación como preclu­
si vo. y Que se negara toda virtualidad a la personación tardía.

La Ley 4e Procedimiento Laboral sólo dispone en su an. 173
que. «formalizado el recurso, se entregarán los autos a la parte o
partes recurridas y personadas, por plazo de ocho días. para que
formalicen escrito de impugnación»; pero resulta aplicable con carácter
supletorio, en virtud de su disposición adicional (L E. Civ.),
cuyo arto 1.736, relativo a la sustanciación de los recursos admiti­
dos por infracción de ley o doctrina, ordenaba, en la redacción
entonces vigente, que «si la parte que haya obtenido la sentencia no
se hubiese personado, continuará la substanciación del recurso sin
oírla, pero si se personare antes de la vista, se la tendrá por pane.
mandando que se entiendan con la mismá Jas diligencias sucesívas
y que se le entregue la copia del recurso, sin retroceder en el
procedimiento».

Teniendo en cuenta que el escrito de personación le presentó el
dia 9 de febrero, y que ya el dla 8 se había dietado providencia
teniendo por formalizado el recurso de casación y disponiendo el
pase de las actuaciones al Ministerio Fiscal para instrucción por
ocho días, «toda vez que no han comparecido los recurridos», lo
que entonces sera cierto, es probable que haya precJuido el derecho
de la pane a formalizar el escrito de impugnación, pero ello no
impedía que fuera posteriormente ,tenida por parte, se le entregara
copia del recurso y se entendieran con ella las sucesivas actuacio­
nes, asegurando su derecho a participar en la vista, que fue
convocada por providencia de 20 de marzo y celebrada el día 3 de
abril. Aunque limitadas por su person.aClón tarella, la Ley le
¡arantiza posibilidades /le defensa que le han sido nep,das como
consecuencia del extravío de su escnto de personadón, sin respon­
sabilidad de su pane,
. Tercero.-Ello mueve al otorpmielllO del amparo. si bien no en

los estrictos términos solicitados, ya· que. no procede que este
Tribunal ordene que se repon¡an las aetuacio~~ al momento
prooesaI de entrqa de los aUtos a la panerecurnda, tuda vez que
ello sUPondria considerar que dicho trámit~ permanecia abieno
pese a la providencia antecedente al escrito de personación. El
amparo debe. pues, limitarse a la declaración de nulidad de la
Sentencia dictada nor el T:ibunal Su¡)remo. V a la retroacción de las
actuaciones al momento iwnediatamente posterior a la presenta­
ción del escrito de personación, para Que la Sala proceda a tener al

entonces recun-ido por pane desde dicho momento. y entienda con
él las sucesiY.as actuaciones.

FALLO

Por todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR L-\
AUTORIDAD QUE, LE CONFIERE I.A CONSTlTUCION DE
I.A NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por don Antonio Migales Rrn:rt
y, en consecuencia: .

a) Declarar lanillidad de ·la SentenCia de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo de 9 de abril de 1984. .

b) Reconocer a dOI)' Antonio Migales Re,,·ert el 'derecho a la
tutela judicial efectiva, reconGCido en el arto 24.1 de la Constitu-
ción.. .

e) Restablecerle -en la integridad de su derecho. debiendl1
reponerse las actuaciones al momento inmediatamente posterior a
la presentacjón por el recurrente, el día 9 de febrero 'de 1984. de s.u
escrito de.personación. a efectos de que se le tenga por parte a partir
de dicho momento: .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado>~.

Dada en Madrid a 12 de junio de 1985.-JerÓnimo Arozamena
Sierra.-Francisco Rubio Lorente.-Luis Diez Picazo y Ponce de
León.-Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Firmado y rubricado.

'Voto particular del .lfagisrrado don Luis Díe=-Pica:o
en el recurso de amparo núm. 644/1984, inTerpul'sto
por t!on Antonío Miga/es Re\'crt.

A mi juicio. este recurso de amparo no ha debido ser estimado.
Sólo es relevante la lesión del derecho constitucional a la tutela
judicial efectiva por la producción de una situación de indefensión
cuando en ella no ha tenido parte quien se siente agraviado. Si la
lesión se ha debido, de manera relevante. a falta de la diligencia
exigible al lesionado, no se puede decir que el asunto adquiera
relieve constitucional.

Para comprender la situación creada en el asunto del senor
Migales, no es inconveniente recordar el orden de las fechas: La
Magistratura de Trabajo de San Sebastián dictó sentencia en 29 de
septiembre de 1983; el recurrente interpuso el l' ecurso el 29 de
octubre de dicho ano; las partes fueron emplazadas para compare­
cer ante la Sala Sexta del Tribunal Supremo en 22 de noviembre:
el término para comparecer vencía ellO de diciembre de 198.3. ~

el recurrente presentó su escrito de personación en el recurso el 5
de diciembre. Sin embargo, el escrito de la representación del señor
Migales -recunido- lleva fecha 8 de febrero de 1984. y la
mencionada representación de la causa del señor Migales no vuelVl'
a ocuparse de él hasta el día 18 de julio de 1984. Ello quiere decir
que. venciendo el térmíno de la personación ellO de diciembre de
1983, la representación del señor Migales no compareció en el
recurso hasta dos meses después, actuación indudablemente legí­
tima, pero que le imponía una especial carga de diligenCIa. en
función de su mismo retraso inicial, diligenCia que no observó
debidamente al desentenderse del escrito durante mas de cinco
meses, pues hasta el mes 'de julio no dirigió a la Sala el recordatorio
de que su personación estaba sin proveer. Es cieno que la Secretaria

.de la Sala obró en forma escasamente justificable, pero el actual
solicitante del amparo contribuyó al resultado producido, permi­
tiendo que la situación se creara y se perpetuara. En estos términos.
en mi opinión, no se puede esgrimir un agrav~o de carácter
constitucional.
. Aparte de ello, creo que en este caso el solicitante del amparo
no había. dado cumplimIento a lo previsto en el ano 44.1. c) en
relación con el 50.1. b), ambos de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, pues no invocó nunca ante el Tribunal Supremo el
derecho constitucional supuestamente vulnerado. No puede apli­
carse en este caso la doctrina de que' tal invocación no es necesaria
cuando la lesión se produce por obra de una sentencia que es
definitiva en el orden judici~ pues, en el presente caso, la lesión
no la cometió la sentencia, sino la actitud pasiva del Tribunal en
orden a la personación del recurrido anterior y a la Sentencia. Y no
puede perderse de vista que cuando la representación del ~f¡or

Migalesconoció la situación de indefensión producida, lejos de
acusarla ante el Tribunal, se limitó a pedir una certificación de la
sentencia. No se cumplió así lo QTdel11ldo por los preceptos
aludidos, cuyo sentido más profundo.es hacer posible la afirmación
de que el poder público lesionó un derecho fundamental del
ciudadano, pues es manifiesto que para eHo debe haberlo conocido
y permitirle qu_e pueda él mismo evitar o remediar la lesión, dando
al recurso de amparo ante este Tribunal el sentido excepcional y
subsidiario que debe tener.
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Hay que transformar la pretensión que ante los órganos del
poder público se ejercita en pretensión de naturaleza constitucio.
nal, dando al asunto aspecto constitucional.

Madrid, 12 de junio de 1985.-Luis Díez Picaza y Ponce de
León.-Firmado y rubricado.

Voto particular que en el recurso de amparo núm.
644/1984, formula el AJagisuado dun Francisco Pera
Verdaguer.

El Magistrado que suscribe. Francisco Pera Verdaguer. que
mostró oportunamente su discrepancia respecto a la Sentencia
dictada en este recurso constitucional de amparo, la formaliza
mediante este voto particular, comprensivo di los razonamientos
que en su sentir deben conducir a la denegación del amparo
solicitado.

Primero.-Esta misma Sala, con elta del art: 44.1. a) de la LOTe,
declaró en Auto de 27 de junio de 1984 (R. A. núm. 321/1984),
reiterando doctrina anterior, que los recursos a que el mencionado
precepto legal alude no son todos los procedimientos judiciales
posibles. y que debe entenderse el mandato legal limitado a
aquellas vías que sean razonablemente útiles para obtener la
satisfacción del derecho violado, y ha insistido también en que no
debe acudirse al Tribunal Constitucional, en vía de amparo, sin
haber realizado ningún tipo de actuación ante los Tribunales
ordinarios, porque respecto de las actuaciones judiciales la inter­
vención del mismo posee, en algún sentido, un carácter subsidiario
y sin que la expresión «recurso» pueda entenderse limitada a los
remedios que merezcan ese calificativo. de acuerdo con la técnici
del Derecho procesal.

La propia Sala Segunda, en supuesto quizá aun más próximo al
actual. declaró en Auto de 13 de marzo del corriente año (R. A.
918/1984). con invocación del arto 44.1. a) de la LOTe, que parece
elaro que no se puede acudir directamente ante este Tribunal sin
instar previamente del órgano de la jurisdicción ordinaria pretendi~
damente cau96nte del quebranto.o violación que repare el mismo.
y tan sólo al no ser atendida su petiCión será lícito promover el
remedio del amparo constitucional, posibilidad de instar aque lIa
reparación en la vía ordinaria -con la consiguiente invocación del
derecho vulnerado- que no desaparece por la circunstancia de
haberse dictado ya una Sentencia en el proceso, situación ante la
cual-prosigue nuestro texto- las posibíiidades son plurales. sin que

14792 Pleno. Recurso de inconstill4cionalidad número
256/1985. Semencia número 72/1985. de 13 de junio.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel García-Pelayo y Alonso Presidente: don Jerónimo Aroza­
mena Sierra. don Angel Latorre Segura. don Manuel Díez de
Velasco Vallejo. doña Gloria Begué Cantón, don Luis Díez-Picazo.
don Francisco Tomás y Valiente. don Rafael Gómez-Ferrer
Morant. don Antonio Truyol Sena y don Francisco Pera Verda~

guer, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si~uiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 256/1985. promo­
vido por el Defensor del Pueblo, contra el inciso «m'ás representati­
vas, de conformidad con la Disposición Transitoria de la Ley
32/1984, de 2 de agosto». (contenido en la Sección 19, Servicio 01.
(Ministerio y Subsecretaria), Capitulo 4, Artículo 48, Concepto 483,
Programa 311 A, de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1985, publicada en el"
«Boletin Oficial del Estado» del dia 31 de diciembre de 1984. Ha
sido parte el Gobierno de la Nación, representado por el Abogado
del Estado, y ponente el Magistrado don Francisco Pera Verdas_,
quien expresa el parecer del Tribuaal.

1. ANTECEDENTES

1. En 27 de marzo de 1985, el Defensor del Pueblo, en
ejercicio de la lesitimación conferida por los arts. 162.1 de la
Constitución, 32.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC) y 29 de la Ley OIgánica del Defensor del Pueblo, interpone
recurso de lOCOnStltuclonahdad contra el mClSO 4<1118s representat1.
vas, de conformidad con la Disposición Transitoria de la Ley
32/1984, de 2 de agosto» (contenido en la Sección 19, Servicio 01,
(Ministerio y Subsecretaria), Capitulo 4, Artículo 48, Concepto 483,
Programa 311 A, de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1985, por estimar que el

sea el lugar y la ocasión adecuadas para su exhaustiva referencia.
bien que quepa señalar la deducción de pretensiones'de nulidad por
vía incidental o, minimamente. con la puesta de relieve ante el
órgano jurisdiccional de la situación cre. del derecho de que se
cree asistido el interesado marginado en esa fase del proceso. y de
la petición Que estime pertinente. determinante todo ello, de la
resolución O resoluciones Que aquel juzgador crea adecuadas.

Segundo.-En el caso presente la pane recurrida en casación. que
se personaba en tal trAmite el dla 9 de febrero de 1984, presenta un
nuevo escrito en 19 de julio poniendo de manifiesto que no se
había proveído su escrito de personaci6n y. solicitando se acordara
de conformidad con lo interesado, mientras en el interían -con
fecha 9 de abril-·se había dietado Sentencia, notificada el 26 de
julio. ante cuya situación dicha parte. hoy recurrente en amparo. se
limita a sobcitar de la Sala Sexta del Tribunal Supremo la
eX¡:>edición y entr... de una cerlificou:ión de la Sentenc.. y de la
dilIgencia acreditativa del extravío de su escrito de persona'dón.

Hay que poner de relieve también otros dos importantes
factores, cual.. son que peroonado el recurrido (aqui demandante
en amparo) el 9 de febrero de 1984, sin que se provea su escrito,
permanece inactivo hasta el 19 de julio, y que, en todo caso, su
personacióD tuvo lugar.después de haber expIrado el tiempo por el
que habia sido emplazado. Todavía se puede añadir que a lo sumo
la vulneración, del derecho fundamental pretendida. en maMra
alguna pudo producirse en la Sentencia, sillo con anterioridad.
siendo de índole remediable. •

Los criterios se~uidos por esta Sala ante situaciones no diferen­
dables -en lo que Importa- de la de autos, parece deben también
ser aceptados en ésta. reiterando que no es licito acudir a la
constitucional vía de amparo denunciando vulneraciones de dere­
chos fundamentales cometidas en el curso de un proceso judicial,
sin haber deducido previamente petición alguRa ante el órgano
presuntamente infractor. exigencia que deriva de- los preceptos
relacionados en el fundamento, que antecede, y que tienen su
adecuada justificación en la necesidad de respetar tanto las posibili­
dades de reparación atribuidas a los Tribunales ordinarios. como el
carácter subsidiario y terminal de la función atribuida en este orden
al Tribunal Constitucional, evitando de este modo que el mismo se
constituya eñ una permanente y abierta posibilidad de reparador de
toda infracción procedimental invocada como cometida por cuales~
quiera jueces o tribunales;

Madrid, 13 de junio de 1985.-Francisco Pera Verda­
guer.-Firmado. y rubricado.

mismo vulnera los arts. 28.1 y 7 de la Constitución. con la súplica
de que se dicte en su día Sentencia por la que se declare la
inconstitucionalidad del mismo.

2. Como anteceden.tes de su recurso. el Defensor del Pueblo
señala los siguientes:

a) Se refiere a la Ley 44/1981. de 26 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1982, en relación a la
partida presupuestaria de 800 millones de pesetas para las Centrales
Sindicales. cuya distribución ~a~:ba con arre¡lo al criterio de
«proporción a su representativi y a las diversas vicisitudes a
que dio lugar su aptica~ión. incl~i~s ~s Sentencias ~e l~ Secci~n
Primera de lo ContenclOso-Admlmstrattvo de la AudIenCIa NaCIO­
nal de 16 <le octubre de 1982 y del Tribunal Supremo de 28 de
febrero de 1983, poSterionnente revocada pqr el Tribunal Constitu­
ciónal, en Sentencia núm. 102/1983, de 18·de noviembre, referenle
a ios recursos de amparo acumulados 202 y 22 de 19831.promovj­
dos·por la Unión General de Trabl\iadores (U.G.T.) y Lonfedera­
ción Sindical de Cornisioites Ol,reras (CC.OO), al entender que la
falta de emplazamiento de amhas centrales vulneraba el arto 24.1 de
la Constitución Española, por lo que. sin pronunciarse sobre el
fondo del asunto. ordenó retrotraer las actuaciones al momento
inmediato posterior al de recepción del expediente por la Audiencia
Nacional. .

La Audiencia Nacional dictó seotencia el 7 de julio d~ 1984,
previos -los trámit.es procesales de rigor. estimando el recu~
contencioso-admi.ni$trativo interpuesto por la C.N.T.• sentenCIa
confirmada en apelación por la Sala Tercera del Tribunal SUR[emo
el 7 de noviembr:e de 1984.

b) La Ley del3 de julio de 1983, de Presúpuestos Generales
del Estado, estableció, de nuevo, dentro de la Sección 1Q 'Trabajo
y Seguridad Social), una subvención, de 896 millones de pese..s, en
el Servicio 01, Capitulo Gol, concepto 483, que quedab;a ~tado
de la siguiente forma:· .

AA las Centráles Sindicales más representativas. de conformi·
dad con la Disposición Adicional Sexta de la Ley 8/1980, de 10 de
marzo, del Estatuto de los Trabajadores, en proporción a su
representarividad. según los resultados globales a que hace referen-


